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Recomendación General 2/2019 del Ararteko, de 23 de enero de 2020 
 
Propuestas de mejora sobre los protocolos de inspección y control de los vertidos 
contaminantes no autorizados en los ríos de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
 
1. Antecedentes. El Ararteko ha tenido conocimiento, a través de las denuncias 

presentadas por grupos ecologistas y por noticias aparecidas en los medios de 
comunicación, de la existencia de episodios puntuales de vertidos 
contaminantes en los ríos de la comunidad autónoma a lo largo de los años 
2018 y 2019. 

 
En concreto, las asociaciones ecologistas relatan que han venido denunciado la 
existencia de diversos puntos de vertidos que han puesto en conocimiento de 
las administraciones competentes a través el servicio SOS Deiak. En la mayoría 
de los casos, las asociaciones exponen que, con posterioridad al episodio, han 
tenido dificultad para recabar información sobre la intervención realizada por la 
Agencia Vasca del Agua-URA o, en su caso, por la policía ambiental 
competente (Ertzaintza, guardias forestales o policía local) respecto a las 
labores de investigación sobre la posible fuente del vertido, su naturaleza, su 
eventual responsable y sobre las medidas sancionadoras acordadas en cada 
caso.  
 
A título de ejemplo se mencionan los siguientes vertidos: 

 
Con fecha de 13 de marzo de 2018, se denunció un vertido al río Deba a la 
altura de Elgoibar. Este vertido se une a una serie de casos puntuales 
acaecidos a lo largo de 2017 en diversos lugares de Álava, como el rio 
Zadorra en Agurain (5 de mayo y 11 de junio de 2017), el río Markinez (2 de 
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julio de 2017); en Gipuzkoa, río Oria entre Zizurkil y Villabona (12 de mayo 
de 2017), río Deba en Soraluze (12 de febrero de 2018); o en Bizkaia rio 
Gobela (4 de marzo de 2018). 
 
Con fecha de 29 de octubre de 2018, la plataforma Zadorra Bizirik denunció 
un vertido en el cauce del río Zadorra, a su paso por el polígono industrial de 
Araia.  
 
Con fecha de 29 de marzo de 2019, la Asociación Eguzki denunció un 
vertido en el río Oria a la altura de Zizurkil a su paso por la Papelera del Oria.  

 
Estas noticias y denuncias sobre los vertidos, y sobre los eventuales efectos y 
daños al medio natural y a la fauna, han originado una creciente preocupación 
social e institucional.  
 
Con objeto de recabar la información necesaria para la tramitación de este 
expediente de queja de oficio el Ararteko solicitó al Departamento de Medio 
Ambiente, Planificación territorial y Vivienda del Gobierno Vasco y a URA 
Agencia Vasca del Agua/Ur Agentzia información sobre los incidentes de 
vertidos no autorizados acaecidos entre el 1 de enero de 2017 y marzo de 
2018 en la comunidad autónoma del País Vasco. También se ha solicitado 
información para la elaboración de esta resolución sobre el vertido del 29 de 
octubre de 2018, en el cauce del río Zadorra. 
 
En concreto, la información solicitada hacía referencia a las siguientes 
cuestiones: 
 
- el número de actas de inspección elaboradas propias y las remitidas por 

otros organismos (administración local, Ertzaintza, servicio SOS deiak) o por 
la propia ciudadanía mediante denuncias ambientales. 

 
- el número de expedientes iniciados para la reparación de los daños y 

perjuicios ocasionados al dominio público, así como su reposición a su 
estado anterior, de conformidad con las previsiones recogidas en los 
artículos 100 y siguientes del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de 
julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas  

 
- el número de expedientes sancionadores incoados y los resueltos 

definitivamente en cumplimiento de las previsiones recogidas en la 
legislación de aguas. 

 
- el número de actas de inspección remitidas a la fiscalía especializada en 

seguimiento de los delitos medioambientales. 
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El interés de esta institución era conocer el procedimiento o protocolo que 
sigue la Agencia Vasca del Agua-URA al objeto de intervenir en el control de 
los vertidos no autorizados en los cauces de los ríos de Euskadi de su 
competencia. 
 
También el Ararteko solicitó información al Departamento de Seguridad del 
Gobierno Vasco sobre las actas de inspección elaboradas por agentes de la 
Ertzaintza, en relación con el vertido de fecha de 29 de octubre de 2018 al 
cauce del río Zadorra, y sobre el trámite seguido para su remisión a la fiscalía 
especializada en seguimiento de los delitos medioambientales. 

 
Respuesta de las administraciones requeridas. Con fecha de 27 de julio de 
2018, la Agencia Vasca del Agua-URA remitió al Ararteko un informe sobre el 
procedimiento que sigue para intervenir en el control de los vertidos. 
 
En relación con esa cuestión se señalaba que, con carácter general, los vertidos 
de aguas y de sustancias contaminantes al dominio público únicamente están 
permitidos con una autorización previa administrativa. El censo de vertidos de 
2017 recogía la existencia en el País Vasco de 2384 puntos de vertido 
autorizados, de las cuales 1441 tenían la condición de aguas residuales 
urbanas y 722 de industriales. Esos vertidos están sujetos a sus respectivas 
autorizaciones de vertido y condicionados al cumplimiento de los límites 
cuantitativos y cualitativos que les han sido impuestos en cuanto a la 
composición de su vertido.  
 
El procedimiento seguido para el control hace referencia a que las personas 
titulares de las autorizaciones de vertido están obligados a llevar a cabo los 
autocontroles establecidos en sus respectivas autorizaciones, con el fin de 
asegurar en todo momento la adecuación del vertido a los valores límites de 
emisión. Estos controles analíticos se establecen en el condicionado de las 
autorizaciones y deben ser acreditados por entidad colaboradora. Por otro lado, 
URA lleva a cabo sus propias inspecciones, controles y análisis en el marco de 
su propio Plan de inspecciones de vertidos con el objetivo de controlar el 
cumplimiento de las condiciones de las autorizaciones de vertido. Del total de 
inspecciones en materia de vertido llevadas a cabo por parte de URA (en 2017 
ascendían a 4163), la mayoría vienen a ser las programadas para controlar el 
cumplimiento de las autorizaciones (3528). El resto de inspecciones (635) 
respondían a la identificación de vertidos no autorizados y con la atención a 
avisos del servicio SOS Deiak (449 avisos en 2017). URA indica que dispone 
de un procedimiento específico de inspección para estas situaciones derivadas 
de episodios ambientales y avisos de terceros, donde se detallan la recogida de 
información, evaluación, investigación y actuaciones a llevar a cabo en cada 
tipo de aviso. 
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Coordinación con la Ertzaintza. La Agencia Vasca del Agua señala que existe 
una relación periódica con la Sección Central de Delitos contra el Medio 
Ambiente y Urbanismo de la Sección Central de Investigación Criminal y Policía 
Judicial de la Ertzaintza (en adelante SCDMA). Dentro de esta relación la 
Agencia Vasca del Agua informa a la SCDMA de aquellos episodios en los que 
se detectan mortandades de peces en el dominio público hidráulico y de 
aquellos vertidos no autorizados que se producen de manera reiterada. 

 
Avisos de vertido. Se estima que en el año 2017 se han atendido 449 avisos 
de vertido, manteniendo la evolución creciente de los avisos durante los últimos 
años. Durante el primer semestre de 2018, el número de avisos de vertidos ha 
sido de 186 (realizándose 271 inspecciones en relación con estos avisos). 
 
Expedientes sancionadores. Una vez detectado un vertido no autorizado que 
afecte al dominio público hidráulico, recabada toda la información referente a 
dicho vertido por parte del personal técnico, y si se conoce el titular o 
responsable, se inicia la propuesta de incoación de expediente sancionador. 
Durante el año 2017 se iniciaron 42 propuestas de incoación de expediente 
sancionador, de las cuales 18 procedían de avisos. En lo que respecta a 2018, 
hasta el 30 de junio se abrieron 38 propuestas de expedientes sancionadores 
de las cuales 18 procedían de avisos. Por otro lado los expedientes 
sancionadores incoados desde el 1 de enero de 2017 hasta el 30 de junio de 
2018 suman un total de 68 (34 en el ejercicio de 2018), de los cuales a día de 
hoy 37 han sido resueltos. 

 
Reparación de daños y perjuicios ocasionados al dominio público hidráulico. 
URA señala la complejidad a la hora de determinar una valoración de daños al 
dominio público hidráulico en el caso de vertidos no autorizados al objeto de 
imponer al responsable la reparación e indemnización de los daños 
ocasionados. La Agencia Vasca del Agua exige la reparación de daños y 
perjuicios correspondiente en aquellos expedientes sancionadores en los que 
resulte posible realizar una estimación cuantitativa fiable. 
 
Infracciones constitutivas de delito o falta. Desde el 1 de enero de 2017 la 
Agencia Vasca del Agua ha abierto 8 expedientes con el objetivo de atender a 
las diferentes solicitudes de información en el curso de las diligencias de 
investigación en el seguimiento de los delitos medioambientales. Las solicitudes 
han sido realizadas por las fiscalías provinciales correspondientes o por la 
Sección de Medio Ambiente y Urbanismo de la Sección Central de 
Investigación Criminal y Policía Judicial de la Ertzaintza. Esas solicitudes han 
sido atendidas remitiendo la correspondiente información solicitada, entre la 
cual destacan informes de inspecciones o de actuaciones relativas a incidencias 
de vertidos no autorizados, resultados e informes sobre analíticas de muestras 
recogidas en inspecciones, información sobre autorizaciones de vertido o 
incidencias relacionadas con titulares de autorizaciones de vertido. En algunas 
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solicitudes también se informa sobre aspectos más generales relacionados por 
ejemplo con el marco legal aplicable y competencias de la Agencia Vasca del 
Agua-URA en relación con ciertos hechos denunciados, históricos de 
inspecciones y expedientes administrativos etc. 

 

Con fecha de 13 de diciembre de 2018, el Departamento de Seguridad del 
Gobierno Vasco dio traslado al Ararteko de las actuaciones seguidas en el caso 
del vertido del río Arakil en Araia en octubre de 2018. 
 

Según señala, en abril de 2018 se recibió una primera denuncia de vertido en el 
cauce del río Arakil. Tras recibir la llamada en el servicio de SOS Deiak se 
dirigieron de inmediato al lugar tanto una patrulla de los Miñones de la 
Ertzaintza como el técnico de guardia de la Agencia Vasca del Agua. En las 
labores de inspección también participó un guarda de caza y pesca de la 
Diputación Foral de Araba. El técnico de la Agencia Vasca del Agua recogió 
muestras del vertido y se procedió a incoar un expediente sancionador. Un 
segundo expediente de denuncia por vertido en octubre de 2018 dio lugar a 
otra inspección por una patrulla de la Ertzaintza y el técnico de guardia de URA. 
Las primeras investigaciones sobre este caso no pudieron determinar el origen 
del vertido. En relación con esto hechos, el Área de Medio Ambiente y 
Urbanismo de la Sección Central de Investigación Criminal de la Ertzaintza 
procedió a la apertura de una investigación. El objetivo de esta investigación 
era determinar los hechos del vertido, identificar el foco u origen, el tipo de 
contaminante y el posible daño medioambiental causado. Según refiere el 
informe, el expediente de investigación puede resultar complejo y requiere la 
colaboración tanto de la Agencia Vasca del Agua, como de la Diputación Foral 
de Araba-Álava. Asimismo el informe señala que el Departamento de Seguridad 
del Gobierno Vasco continua trabajando con una perspectiva de mejora 
continua, sobre todo en el ámbito de atención al ciudadano. 

 

En relación con esta recomendación general, la oficina del Ararteko ha 
mantenido diversos contactos con representantes de las secciones de medio 
ambiente de las fiscalías provinciales y con la Sección de Medio Ambiente y 
Urbanismo de la Sección Central de Investigación Criminal y Policía Judicial de 
la Ertzaintza al objeto de contrastar posibles mejoras en la coordinación 
interinstitucional en el ámbito de la persecución de delitos e infracciones por 
vertidos en los cauces de ríos. 

 
También, se han mantenido encuentros con varias asociaciones ecologistas 
interesadas en esta cuestión (Eguzki, Ekologistak Martxan y con la plataforma 
Zadorra Bizirik). Estas asociaciones plantean principalmente la importancia de 
participar en las actuaciones de control y sanción de los vertidos 
contaminantes denunciados a instancia suya. Para ello solicitan la intervención 
del Ararteko para promover un protocolo claro sobre su papel en la denuncia 
ambiental y sobre la intervención de los órganos de inspección y control 
ambiental de los ríos. 
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En ese orden de cosas, esta recomendación general del Ararteko se encuadra 
dentro de las propuestas a realizar en el área de medio ambiente por esta 
institución para la mejora en el control ambiental. Estas medidas incluyen 
promover protocolos y cauces de comunicación entre las administraciones 
competentes en la inspección ambiental para la adecuada detección, 
investigación y calificación de las actuaciones u omisiones que puedan resultar 
infracciones (administrativas o ilícito penales). Dentro de esas administraciones 
deben mencionarse tanto a la propia Agencia Vasca del Agua, como a los 
servicios de inspección de la Ertzaintza y policía local o, en su caso, la 
coordinación con la propia fiscalía especializada en seguimiento de los delitos 
medioambientales. 

 
En el ámbito institucional cabe mencionar la Proposición no de Ley (PNL) 
78/2018, de 28 de junio, del Parlamento Vasco, sobre las medidas que es 
necesario adoptar para hacer frente adecuadamente a las infracciones y delitos 
medioambientales. Entre las propuestas figuraba la de instar al Gobierno Vasco 
a reforzar el grupo de delitos medioambientales dependiente de la Jefatura de 
Investigación Criminal y Policía Judicial y a potenciar su capacidad de 
investigación. La PNL también requería al Gobierno Vasco a constituir una 
comisión interinstitucional, en la que se integren representantes del Gobierno 
Vasco, diputaciones forales y ayuntamientos con plantillas de Policía Municipal, 
para desarrollar un plan de actuación vasco ante infracciones y delitos 
medioambientales. Dicho plan, a realizar en el plazo de un año, debía 
contemplar los protocolos y procedimientos de actuación, las responsabilidades 
de cada administración y agente involucrado en cada caso, la coordinación 
entre las distintas agencias que participen en los casos, y la adecuación de las 
tácticas operativas a las necesidades de investigación de las infracciones y 
delitos medioambientales. 

 
2. El principio general de la prohibición de los vertidos contaminantes no 

autorizados. La normativa que regula las aguas y la gestión del dominio público 
hidráulico ha incorporado la expresa prohibición de los vertidos que contaminen 
las aguas sin autorización administrativa.  

 
El artículo 100.1 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas (Desde ahora Ley de Aguas), 
establece que: “Queda prohibido, con carácter general, el vertido directo o 
indirecto de aguas y de productos residuales susceptibles de contaminar las 
aguas continentales o cualquier otro elemento del dominio público hidráulico 
salvo que se cuente con la previa autorización administrativa.” 
 
El artículo 93 de la Ley de Aguas, entiende por contaminación: “la acción y el 
efecto de introducir materias o formas de energía, o inducir condiciones en el 
agua que, de modo directo o indirecto, impliquen una alteración perjudicial de 
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su calidad en relación con los usos posteriores, con la salud humana, o con los 
ecosistemas acuáticos o terrestres directamente asociados a los acuáticos; 
causen daños a los bienes; y deterioren o dificulten el disfrute y los usos del 
medio ambiente”. El concepto de degradación del dominio público hidráulico, a 
efectos de esta ley, también incluye las alteraciones perjudiciales en el entorno 
del dominio púbico. 

 
La autorización del vertido debe realizarse de conformidad con la consecución 
de los objetivos medioambientales establecidos. Cabe mencionar que la 
Directiva 2000/60/CE, por la que se establece un marco comunitario de 
actuación en el ámbito de la política de aguas, ya incorporaba en su artículo 10 
la obligación de los Estados miembros de velar por el debido control de vertidos 
y emisiones en aguas superficiales. Para ello se propone la reducción progresiva 
de la contaminación por sustancias prioritarias y la interrupción o supresión 
gradual de los vertidos, las emisiones y las pérdidas de sustancias peligrosas 
prioritarias, según exige la Directiva 2013/39/UE, de 12 de agosto de 2013, en 
cuanto a las normas de calidad ambiental respecto a las sustancias prioritarias. 
Por su parte la Directiva 91/271/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1991, 
estableció las exigencias respecto al tratamiento y el vertido de las aguas 
residuales urbanas y de determinados sectores industriales. De ese modo, las 
autorizaciones de vertido se otorgarán teniendo en cuenta las mejores técnicas 
disponibles y de acuerdo con las normas de calidad ambiental y los límites de 
emisión fijados en el vigente Real Decreto 817/2015, de 11 de septiembre, por 
el que se establecen los criterios de seguimiento y evaluación del estado de las 
aguas superficiales y las normas de calidad ambiental. 

 
De igual modo, el artículo 29 de la Ley 1/2006, de 23 de junio, de Aguas, (a 
partir de ahora Ley de Aguas del País Vasco) establece la prohibición del 
vertido en las cuencas intracomunitarias de su competencia salvo autorización 
administrativa previa y expresa de la Agencia Vasca del Agua. 
 
En conclusión, existe una prohibición legal para cualquier tipo de vertido de 
contaminación no autorizado previamente por la administración o bien cuando 
el vertido contaminante no cumpla con las condiciones impuestas de la 
autorización administrativa. 

 
3. Las potestades de inspección y control de los vertidos. La policía de aguas, 

entre cuyas funciones se incluye la inspección y control del dominio público 
hidráulico, es competencia de las comisarías de aguas de los organismos de 
cuenca competente en cada confederación hidrológica. 

 
En el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Ley de Aguas del 
País Vasco recoge que, en las cuencas intracomunitarias y en las 
intercomunitarias en los términos encomendados por la administración del 
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Estado1, las potestades de disciplina hidráulica serán ejercidas por la Agencia 
Vasca del Agua/URA. Dentro de las funciones de la Agencia el artículo 7 
incluye la protección del dominio público hidráulico, en especial el otorgamiento 
de las concesiones y autorizaciones administrativas, así como la vigilancia e 
inspección y sanción de las infracciones contrarias a la normativa reguladora 
del dominio público hidráulico. 
 
Órganos de inspección. En el ámbito de las cuencas intracomunitarias de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, y en las intercomunitarias en los 
términos encomendados por la administración del Estado, la labor de inspección 
corresponderá a la Agencia Vasca del Agua en colaboración con aquellos 
agentes de policía que tienen encomendadas competencias de policía 
ambiental; Ertzaintza, agentes forestales, policía local u otras policías 
competentes2. 
La Agencia Vasca del Agua-URA actúa en el ámbito de sus competencias sobre 
cuencas intracomunitarias, y por las encomiendas de las Confederaciones 
Hidrográficas del Cantábrico y del Ebro, en las labores de colaboración en la 
vigilancia del dominio público hidráulico y sus zonas de servidumbre y policía de 
cauces a través de sus inspectores. Es preciso mencionar que el artículo 8.3 de 
la Ley de Aguas del País Vasco exige que los puestos de trabajo que comporten 
el ejercicio de potestades públicas estén reservados a personal funcionario. 
Actualmente, estos inspectores de aguas, dada su condición de empleados 
públicos laborales, no tendrían acreditada la condición de agentes de la 
autoridad a esos efectos. 

 

Hay que señalar que la Ley de Aguas, en su artículo 94, regula el papel de los 
agentes medioambientales y los guardias fluviales dentro de los organismos de 
cuenca. Los agentes medioambientales tienen la condición de agentes de la 
autoridad y disponen de facultades de inspección, práctica de diligencias de 
investigación y toma de pruebas. Asimismo, esta ley señala que los hechos 
constatados por los funcionarios de la escala de agentes medioambientales, 
que se formalicen en las correspondientes actas, tendrán presunción de 
certeza. Por su parte, los guardas fluviales tienen encomendadas labores de 
apoyo y asistencia a los agentes medioambientales en el ejercicio de sus 
funciones de policía de aguas.  
 
 

                                                        
1 Convenio de colaboración, 23 de diciembre de 2015, entre el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente; las Confederaciones Hidrográficas del Cantábrico y del Ebro; la Administración General de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, y Uraren Euskal Agentzia/Agencia Vasca del Agua, por el que se 
encomiendan diversas actividades en materia de dominio público hidráulico en las cuencas intercomunitarias del 
territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
2 El artículo 26 de la Ley 4/1992, de 17 de julio, de Policía del País Vasco de Policía del País Vasco establece que, 
en el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Ertzaintza ejerce las 
funciones que a los Cuerpos de Seguridad atribuye el ordenamiento jurídico. (Artículo 12 y 38.3 de la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado)  
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La confluencia de diversos agentes en el ámbito de la inspección y vigilancia 
procedentes de diferentes administraciones y las diferentes funciones que 
tienen encomendadas requiere impulsar la colaboración institucional que debe 
existir entre el servicio de inspección de la Agencia Vasca del Agua-URA y el 
Servicio de Protección del medio ambiente de la Ertzaintza, de los guardias 
forales y de la policía local.  

 

Para ello, esta institución propone que las medidas de coordinación ya 
existentes entre la Agencia Vasca del Agua-URA, Ertzaintza y otros agentes, se 
protocolicen mediante el correspondiente convenio dirigido a reforzar y dotar de 
seguridad jurídica los necesarios mecanismos de coordinación en la vigilancia 
ambiental de los ríos. 
 

Esa coordinación debe estar basada en principios como la competencia material 
y funcional de cada órgano inspector, la especialización y los medios a su 
disposición y la proximidad de los agentes de la autoridad al medio natural a 
supervisar. Así mismo, debe mencionarse el artículo 5.3 de la Ley 4/1992, de 
17 de julio, de Policía del País Vasco, que establece que la promoción de la 
coordinación de la Ertzaintza con las policías locales es competencia del 
Departamento de Seguridad del Gobierno Vasco. 

 
Procedimiento de inspección. El procedimiento de inspección se llevará a cabo 
de forma programada, siguiendo el correspondiente plan de inspección 
previamente aprobado. 

 
Asimismo, también se realizan inspecciones no programadas derivadas de 
denuncias concretas. El ejercicio de la potestad de inspección que atribuye la 
normativa de aguas requiere una adecuada calificación y respuesta para cada 
una de esas denuncias individualizadas que se presenten poniendo de 
manifiesto la posible existencia de vertidos no autorizados o que impliquen un 
eventual riesgo para el medio ambiente. En ese sentido, tras valorar la gravedad 
de las cuestiones denunciadas, el órgano competente debe considerar de 
inmediato la realización de una inspección conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 326 ter del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico (RDP), en cuanto a las normas sobre toma de muestras.  

 
Este último precepto recoge el protocolo sobre la toma de muestras, señalando 
que ante la evidencia, denuncia interna o externa o por cualquier otro medio 
por el que se tenga conocimiento de un vertido al dominio público hidráulico 
que pudiera ser constitutivo de infracción administrativa, el personal 
competente de los organismos de cuenca procederá de oficio y sin necesidad 
de acuerdo formal al efecto a la identificación de su titular y a la toma de 
muestras. 
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Después de cada visita de inspección, los órganos competentes deben elaborar 
un informe o acta de constancia y toma de muestras sobre el vertido realizado 
en el que se debe incluir la existencia o no de autorización así como la 
determinación del daño causado a la calidad de las aguas. En el caso que se 
disponga de la correspondiente autorización deberá realizarse una valoración del 
cumplimiento de las condiciones. 
 
Es importante señalar la importancia de disponer de medios de inspección 
suficientes y proporcionales para poder dar una adecuada respuesta a las 
denuncias presentadas. Para ello las administraciones deben dotarse de los 
medios técnicos y humanos necesarios para poder recabar de oficio las 
pruebas, muestras o indicios que permitan comprobar de manera objetiva el 
grado de respeto de las condiciones ambientales impuestas en la autorización 
del vertido. 

 
La persona encargada de la inspección deberá remitir la denuncia junto con el acta 
y resto de muestras al órgano competente para incoar el correspondiente 
procedimiento sancionador. 
 
4. El papel de la ciudadanía como agente colaborador en la inspección y control de 

los vertidos. Otro actor fundamental en el ejercicio de las potestades de 
inspección y control ambiental es la propia ciudadanía que colabora con la 
Administración en la labor de vigilancia, labor que realiza mediante avisos, 
comunicaciones, denuncias, etc…  

 
En los casos expuestos en algunas reclamaciones las asociaciones 
denunciantes indican que, con posterioridad al aviso del episodio de vertido, 
han tenido dificultades para conocer, en un plazo de tiempo razonable, cuáles 
han sido los trámites y actuaciones administrativas seguidas por los órganos 
competentes. 
 
La comunicación del vertido a través de SOS Deiak. Esas deficiencias surgen en 
el caso avisos o denuncias formuladas telefónicamente al centro de 
coordinación SOS Deiak. En esos casos, el formato de queja/denuncia 
telefónica sirve para conocer rápidamente los incidentes y reaccionar en el caso 
que resulte un supuesto de emergencia. En todo caso, tras esa comunicación, 
las asociaciones han puesto de relieve que no siempre consta una respuesta 
con información sobre las actuaciones administrativas seguidas con 
posterioridad al aviso o denuncia.  
 
Hay que reconocer las dificultades que plantea establecer un protocolo que 
garantice una comunicación puntual de las actuaciones seguidas por cada 
administración. Esa dificultad deviene del propio sistema de reclamación 
utilizado a través del centro de coordinación de emergencias. El tipo de 
denuncia requiere una rápida comunicación del episodio de contaminación a 



 
 
Recomendación general del Ararteko 2/2019, de 23 de enero de 2020 

 

 
 
 

12

SOS Deiak, a efectos de hacer una primera valoración del incidente, y poder 
dar, en su caso, una respuesta coordinada de las administraciones con 
competencias en emergencias, medio ambiente y salud pública. Sin embargo, la 
coordinación del servicio de emergencias o su acceso telefónico no debe 
impedir que la administración que intervenga cumpla con sus obligaciones 
derivadas del procedimiento administrativo. 

 
Con carácter general, las administraciones públicas, en sus relaciones con los 
ciudadanos, deben encauzar el ejercicio de sus funciones públicas mediante el 
procedimiento administrativo. La razón de ser de este modo de actuación 
administrativa responde a una doble finalidad: en primer lugar, servir de 
garantía a los derechos de los administrados y, en segundo lugar, servir al 
propio interés público. 

 
La garantía de la existencia de unos trámites administrativos y de una 
respuesta efectiva al ciudadano deriva de la propia Constitución Española -
artículo 103.1 y 105- y forman parte del derecho de la ciudadanía a una buena 
administración que configura el artículo 41 de la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, introducida por el Tratado de Lisboa. 

 
Dentro de este derecho a la buena administración podríamos mencionar el 
acuse de recibo de los escritos que se presenten, su impulso de oficio y el 
deber de responder de forma expresa a las cuestiones planteadas. Asimismo, la 
administración debe informar a las personas de los derechos que pueden 
ejercitar en relación con su pretensión. La falta de concreción de la queja o de 
la pretensión del interesado o una reclamación que exceda de su ámbito de 
actuación no exime a la administración pública de cumplir con estas 
obligaciones. 
 
En ese sentido la presentación de una reclamación, en cualquiera de los 
formatos de comunicación previstos por la administración (por escrito, teléfono, 
fax o correo electrónico) requiere ofrecer a la persona reclamante la opción de 
formalizar una denuncia siempre que su intención trascienda de la mera puesta 
en conocimiento de administración de esos hechos. 

 
En ese contexto, la administración debe tratar de encauzar la voluntad de los 
administrados en aquellos procedimientos concretos fijados por el 
ordenamiento jurídico. Los principios que rigen el funcionamiento de la 
administración como son el antiformalismo, la buena fe o la confianza legítima 
permiten reconducir estas comunicaciones a los procedimientos específicos. 
 
Conforme a estos principios, tanto las comunicaciones realizadas a SOS Deiak, 
como las posteriormente remitidas por escrito a otras instancias (servicios de 
protección del medio ambiente, la Agencia Vasca del Agua-URA o 
ayuntamientos), pueden tener una doble consideración. 



 

 
Propuestas de mejora sobre los protocolos de inspección y control de los vertidos contaminantes no autorizado en los 
ríos de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

 

 

 
 
 

13

 
 
Por un lado, la llamada supone una comunicación de un incidente para que este 
sea valorado y se tomen, en su caso y de manera coordinada, las medidas de 
control e inspección necesarias. En el caso de la denuncia/comunicación de la 
ciudadanía de un determinado incidente al servicio de coordinación de las 
emergencias, el procedimiento debe garantizar, tal y como se recoge en la carta 
de servicios de SOS Deiak3, el derecho a conocer el estado de la tramitación de 
la emergencia; esto es, de las actuaciones seguidas por este servicio, de su 
comunicación o remisión a otras administraciones o, en su caso, de su archivo. 
Esa comunicación debe realizarse de oficio –a través del mismo medio utilizado 
por el denunciante- salvo que el reclamante desista expresamente de este 
derecho en la primera comunicación. 

 

Por otro lado, la persona que formaliza la llamada puede tener la intención de 
formalizar una denuncia por una presunta infracción de la legalidad de aguas. 
En el caso de las comunicaciones a la administración que hagan referencia a 
una voluntad clara de denunciar las afecciones al medio ambiente o a la salud 
de las personas derivadas por un vertido contaminante, deberían ser calificadas 
como denuncia medioambiental para que, previa comunicación de los datos 
personales necesarios y de su formulación en los términos previstos en el 
procedimiento administrativo, la denuncia sea remitida al órgano competente 
para el trámite correspondiente. 
 

La denuncia ambiental. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier 
persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento 
de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera 
justificar la iniciación de un procedimiento administrativo. Las denuncias 
deberán expresar la identidad de la persona que las presenta, el relato de los 
hechos que se ponen en conocimiento de la Administración que pudieran 
constituir una infracción administrativa, la fecha de su comisión y, cuando sea 
posible, la identificación de los presuntos responsables. 

 

La denuncia de un vertido por una persona que alegue su condición de 
interesada, en el ejercicio de la acción pública existente para la protección del 
medio ambiente4, implica una serie derechos y obligaciones a tener en cuenta 
por la administración competente en la tramitación de un expediente 
administrativo, en los términos de la legislación sectorial, y conforme a las 
reglas previstas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  

 
 

                                                        
3 https://www.euskadi.eus/carta-servicios-emergencias/web01-a2larri/es/ 
4 Artículo 3.2 de la Ley 3/1998, de 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco. 
Artículo 3 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, que incorpora las Directivas 
2003/4/CE y 2003/35/CE, es la norma legal que introduce la acción pública medioambiental. 
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El denunciante ambiental dispone de la acción pública para intervenir en los 
procedimientos administrativos derivados del ejercicio de potestades de las 
autoridades públicas en el control de las vulneraciones de la legislación 
ambiental. Esa acción pública confiere a esas personas la posibilidad de 
intervenir en condición de interesado en defensa de intereses colectivos o en su 
condición de asociación de intereses sociales o colectivos en los términos que 
reconoce el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
Asimismo, el ejercicio de la acción popular conlleva el derecho a recurrir los 
actos y omisiones imputables a las autoridades públicas que constituyan 
vulneraciones de la legislación ambiental tal y como precisa el Artículo 3 de la 
Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la 
información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia 
medioambiental. 

 
Es preciso mencionar que, sin perjuicio de la eventual condición de interesado 
en el procedimiento, el denunciante que no haya solicitado ser interesado 
también tiene reconocido el derecho a ser informado de la incoación del 
correspondiente expediente cuando se invoque un perjuicio para el patrimonio 
público. Es el caso del vigente artículo 62.3 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, que señala que “Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el 
patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación del procedimiento 
deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha 
iniciado o no el procedimiento”. 

 
Hay que hacer referencia, en fin, al artículo 34 de la Ley 2/1998, de 20 de 
febrero, de la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, que establece “el derecho a recibir 
comunicación del órgano competente sobre la apertura o no de aquél y, en su 
caso, de la resolución que le ponga fin”. 

 
La protección del denunciante. Ante los nuevos riesgos ambientales la 
ciudadanía (personas particulares y asociaciones ecologistas) están teniendo 
una implicación creciente en la defensa del medio ambiente y ofreciendo una 
mayor colaboración con la policía ambiental. A ello debe contribuir la propia 
administración mediante un mayor empeño en el reconocimiento de la figura del 
denunciante y en el impulso en las labores de información y asesoramiento por 
parte de los agentes públicos intervinientes en el control fluvial. La persona que 
denuncia el incumplimiento del derecho ambiental es un colaborador en la 
defensa del interés público y del cumplimiento de la legalidad que generan unos 
beneficios sociales que deberían ser puestos en valor. 
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En ese orden de cosas, cabe señalar que la Comisión Europea ha propuesto una 
serie de acciones para mejorar el cumplimiento y la gobernanza medioambiental 
con el reto de detectar y afrontar los delitos e infracciones medioambientales 
cuyo incumplimiento puede provocar graves perjuicios para el interés público5. 
Hay que hacer mención a la figura del denunciante (o Whistleblower en el 
derecho anglosajón) en la recientemente aprobada Directiva 2019/1937, de 23 
de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen 
sobre infracciones del Derecho de la Unión6. En ese contexto, la Directiva de la 
Unión Europea propone a los Estados miembros la adopción de normas para la 
protección de los denunciantes como un mecanismo útil para garantizar el 
cumplimiento efectivo del acervo de la Unión en materia medioambiental, como 
es el caso que nos ocupa respecto a la Directiva 2000/60/CE de 23 de octubre 
de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas. De ese modo, a expensas del plazo fijado para la 
transposición de la Directiva 2019/1937, a más tardar el 17 de diciembre de 
2021, la entrada en vigor de esta y de su correcta transposición, las medidas 
de protección del denunciante resultan de interés para la presente 
Recomendación General del Ararteko cuyo objeto no es otro que proponer 
mejoras para la tramitación de las denuncias por infracciones medioambientales 
y promover la participación ciudadana en los procedimientos de control de los 
vertidos contaminantes a las aguas. 

 
Dentro de esas medidas de protección se incluye la obligación de 
establecimiento de cauces y procedimientos externos de denuncia. Los cauces 
externos de denuncia deben resultar independientes, autónomos, seguros y 
confidenciales para la recepción y el tratamiento de la información facilitada por 
el denunciante. Estos cauces permitirán la notificación, como mínimo, mediante 
una denuncia escrita en formato electrónico o en papel; una denuncia oral vía 
telefónica, grabada o no grabada o una reunión física con personal específico 
de la autoridad competente. También será obligación de las autoridades 
competentes publicar en una sección separada, fácilmente identificable y 
accesible de sus sitios web, información sobre las condiciones de protección de 
los informantes, los cauces de comunicación para la presentación y tramitación 
de denuncias y las direcciones específicas, que sean seguras y garanticen la 
confidencialidad, a efectos contactar con el personal encargado de tratar esa 
información. Los Estados miembros velarán por que las autoridades 
competentes dispongan de personal específico con formación que se encargue 
de la tramitación de las denuncias. Ese personal específico tendrá como función 
informar a cualquier persona interesada acerca de los procedimientos de 
denuncia; recibir y tramitar denuncias; y mantener contacto con el informante a 
los efectos de informarle sobre el curso y el resultado de la investigación. 
Deben establecerse mecanismos para informar al denunciante sobre la 

                                                        
5 Acciones de la UE para mejorar el cumplimiento y la gobernanza medioambiental SWD(2018) 10 final. 
6 Los denunciantes, es decir, las personas que informan dentro de la organización o a una autoridad externa sobre 
actos reprobables obtenidos en un contexto laboral o los revelan al público, ayudan a prevenir daños y a detectar 
amenazas o perjuicios para el interés público que, de lo contrario, podrían permanecer ocultos. 
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tramitación de la denuncia en un plazo razonable, no superior a tres meses, o a 
seis meses en casos debidamente justificados. La Directiva prohíbe las 
represalias e introduce mecanismos para impedir que los denunciantes sean 
suspendidos, degradados o intimidados. Las personas que cooperen con los 
denunciantes también estarán protegidas. Los Estados miembros deberán 
asegurarse de que los denunciantes tengan acceso a información completa y 
orientación sobre los trámites y posibles soluciones, así como a asesoramiento 
legal adecuado durante el curso del procedimiento. 

 

5. El ejercicio de la potestad sancionadora por infracción de la normativa de 
vertidos. Hay que señalar que el incumplimiento de las previsiones legales 
mencionadas con respecto a los vertidos contaminantes debe dar lugar al 
ejercicio de las potestades de disciplina hidráulica, con arreglo a lo dispuesto en 
la legislación reguladora del dominio público hidráulico. 

 

El artículo 116.g) de la Ley de Aguas considera como infracción administrativa 
el incumplimiento de la prohibición de vertido, establecido en el mencionado 
artículo 100 de la Ley de Aguas. De forma específica e apartado f) de ese 
artículo tipifica que: “Los vertidos que puedan deteriorar la calidad del agua o 
las condiciones de desagüe del cauce receptor, efectuados sin contar con la 
autorización correspondiente”. 

 

De ese modo, tanto el artículo 105 de la Ley de Aguas como el artículo 263 del 
Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
del Dominio Público Hidráulico (desde ahora RDP), establecen como norma de 
actuación que, una vez comprobada la existencia de un vertido no autorizado, o 
que no cumpla las condiciones de la autorización, el Organismo de cuenca: 
“Incoará un procedimiento sancionador y procederá a la determinación del daño 
causado a la calidad de las aguas”. En función de la valoración del daño del 
vertido se calificará la sanción como leve, no superior a 3.000,00 €, como 
menos grave, entre 3.000 y 15.000 €, y graves o muy graves cuando la 
valoración supere los 15.000€ y los 150.000 €. 

 
Sin perjuicio del procedimiento sancionador correspondiente, la administración 
debe proceder a la autorización del vertido siempre que lo solicite el promotor y 
cuando éste sea susceptible de legalización. 
 
Por su parte, el artículo 29 de la Ley de Aguas del País Vasco establece la 
prohibición del vertido salvo autorización administrativa previa y expresa de la 
Agencia Vasca del Agua. De ese modo el artículo 55 de la Ley de Aguas del 
País Vasco incluye como infracción leve a los vertidos que puedan alterar la 
calidad del agua o las condiciones ambientales o hidráulicas del medio receptor, 
efectuados sin contar con la autorización correspondiente y siempre que los 
daños derivados para el dominio público no sean superiores a 15.000 €. 
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Competencias sancionadoras. Tal y como señala el artículo 25 y siguientes de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, el 
ejercicio de la potestad sancionadora le corresponde a los órganos administrativos 
que la tengan expresamente atribuida.  
 
En el ámbito de las cuencas hidrográficas que excedan el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma las funciones para el ejercicio de las potestades 
sancionadoras corresponderá al presidente del Organismo de cuenca. La sanción 
de las infracciones leves y menos graves corresponderá al Organismo de cuenca. 
Será competencia del Ministro de Medio Ambiente la sanción de las infracciones 
graves y quedará reservada al Consejo de Ministros la imposición de multas por 
infracciones muy graves. 

 
En el caso de los cursos de agua intracomunitarios, el artículo 15 c) de la Ley 
de Aguas del País Vasco asigna a la Dirección de URA la competencia para el 
ejercicio de la potestad sancionadora en el caso de infracciones leves y graves. 
También es el órgano competente para ordenar, cuando sea procedente, el 
envío de expedientes a la jurisdicción penal. 
 
En el caso las competencias correspondientes a las Confederaciones 
hidrográficas del Cantábrico y del Ebro, la Administración del Estado ha 
aprobado un convenio para la encomienda de gestión a la Agencia Vasca del 
Agua de las tareas de policía de dominio público hidráulico, su vigilancia y 
control así como la tramitación de expedientes sancionadores hasta la 
propuesta de resolución. 
 
Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora. La potestad 
sancionadora regulada en la Ley de Aguas del País Vasco se ejercerá a través 
de los órganos de la Agencia Vasca del Agua competentes designados para 
ello, de acuerdo con la normativa sobre procedimiento sancionador aplicable. 

 
En esos términos hay que precisar cuál es el procedimiento a seguir en los 
casos en los que la administración competente conoce, por medios propios o 
por denuncia, la existencia de un vertido no autorizado o que pudiera incumplir 
las condiciones impuestas. 
 
En ese caso hay que mencionar que el artículo 328 del RDP señala que el 
procedimiento sancionador se incoará por el Organismo de cuenca, de oficio o 
como consecuencia de orden superior o denuncia. 
 
Las denuncias se formularán voluntariamente por cualquier persona o Entidad y 
obligatoriamente por los empleados púbicos que tengan encomendadas la 
inspección y vigilancia de las aguas, por la guardería fluvial del Organismo de 
cuenca o por los agentes de la autoridad. 
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La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, establece en su artículo 63 que los 
procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán de oficio por acuerdo 
del órgano competente y establecerán la debida separación entre la fase 
instructora y la propiamente sancionadora, fases que se encomendarán a 
órganos distintos. 
 
De ese modo, la decisión sobre la incoación del expediente administrativo le 
corresponde, en todo caso, al órgano administrativo competente. Esa decisión 
debe estar suficientemente motivada, ser congruente con los hechos recogidos 
en el acta y basada en razones de orden público y de defensa de la legalidad, 
dejando de lado criterios de oportunidad o de otra índole. 

 
Esa decisión no debe estar basada en cuestión de oportunidad sino de estricta 
legalidad. La obligatoriedad del ejercicio de la potestad sancionadora para las 
administraciones públicas es una consecuencia ineludible del principio de legalidad 
y de la interdicción de la arbitrariedad que deriva del artículo 9.3 de la 
Constitución Española. En palabras del Tribunal Supremo, en su sentencia de 4 de 
mayo de 1999 (Recurso 646/1994) “el principio de legalidad, de sometimiento 
pleno a la Ley y al Derecho, que gobierna la actuación de las Administraciones 
Públicas, impone la corrección de las infracciones administrativas que hayan 
podido cometerse”. 
Medidas cautelares. Mediante acuerdo motivado el órgano competente podrá 
adoptar las medidas cautelares necesarias para asegurar la eficacia de la 
resolución final y para evitar el mantenimiento de los daños que pudieran estar 
siendo ocasionados o para mitigarlos (suspensión temporal de la actividad o de 
la autorización de vertido o imposición de fianza). El plazo máximo para la 
tramitación y resolución del procedimiento sancionador será de un año desde la 
fecha de su iniciación.  
 
Instrucción. En correlación con el principio de legalidad las administraciones 
públicas están obligadas a aplicar la Ley. Para ello debe darse el trámite 
administrativo correspondiente al ejercicio de la potestad sancionadora mediante 
el impulso de oficio hasta la resolución del expediente. 
 
En cualquier caso, la determinación de la existencia de la infracción y de la 
responsabilidad sancionadora no puede hacerse al margen de la tramitación del 
correspondiente procedimiento sancionador. Es por ello que el actual artículo 89 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, atribuye al órgano instructor del procedimiento 
sancionador la determinación de los hechos, su calificación jurídica, la persona 
responsable y la sanción a proponer.  
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El expediente administrativo sancionador debe servir para realizar una adecuada 
determinación de los hechos y su correcta calificación. De ese modo, es el órgano 
instructor el competente en realizar una correcta delimitación de los hechos 
probados y de una adecuada calificación de las infracciones. Es en esa fase 
instructora cuando deben plantearse las pruebas correspondientes, entre las que 
las actas de inspección elaboradas por agentes de la autoridad gozan de 
presunción de veracidad. Tal y como señala la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, en su sentencia 228/2018, de 19 de marzo, “el juicio de imputación, 
responsabilidad o culpabilidad ha de forjarse con datos objetivos que permitan 
anudar la imputación” al presunto responsable. En cualquier caso, las decisiones 
que tomen los órganos de instrucción y sancionadores deben ser congruentes con 
los hechos debidamente acreditados y con las previsiones recogidas en la 
normativa sancionadora. 

 
El artículo 89 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ha previsto que el 
órgano instructor formule, en función de la concurrencia de las circunstancias 
determinantes para imponer la correspondiente sanción, bien una propuesta de 
resolución, que deberá ser notificada a los interesados, bien la finalización del 
procedimiento, con archivo de las actuaciones. 

 
Resolución. La resolución de los procedimientos sancionadores debe incluir una 
valoración de las pruebas practicadas para fijar los hechos, determinar la persona 
responsable, la infracción cometida y la sanción que se impone, o, en su caso, la 
declaración de no existencia de infracción o responsabilidad administrativa. 
 
De ese modo, las dudas o incertidumbres jurídicas que pueda tener una 
administración pública deben ser resueltas durante el correspondiente expediente 
administrativo.  
 

6. La reparación del daño medioambiental. De forma complementaria al ejercicio 
de la potestad de inspección y sancionadora, se debe incoar el correspondiente 
expediente de disciplina hidráulica, en el caso de no disponer de la autorización 
del vertido, e incluir la correspondiente orden para la reparación de los daños y 
perjuicios ocasionados al dominio público. La legislación de aguas incorpora la 
obligación del causante del vertido de responder del daño ambiental 
ocasionado. Con independencia de las sanciones que se impongan, el artículo 
118 de la Ley de Aguas establece que podrá exigirse a las personas infractoras 
la reparación de los daños y perjuicios ocasionados al dominio público, así 
como la reposición de las cosas a su estado anterior y, cuando ello no sea 
posible, se fijarán las indemnizaciones que procedan. 

 
Por su parte el art. 323 del RDP señala también, en relación con la reposición e 
indemnización, que con independencia de las sanciones que les sean 
impuestas, los infractores deberán reponer las cosas a su estado anterior y, 
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cuando ello no fuera posible, indemnizar los daños y perjuicios ocasionados al 
dominio público hidráulico. Para ello el órgano sancionador fijará las 
indemnizaciones por daños y perjuicios de acuerdo con los criterios para la 
valoración de daños al dominio público hidráulico del artículo 326 a 326 quáter 
de este reglamento. 
 

También señala ese artículo que la reparación de daños que produzcan efectos 
adversos significativos al medio ambiente será exigible en los términos 
establecidos en la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 
Medioambiental. 
 

De ese modo, esa reparación podrá sustanciarse en un expediente específico 
dirigido a exigir a la persona responsable la reparación del daño. Si la persona 
causante del daño no ejecuta las acciones necesarias para reparar el daño 
causado, se procederá a la ejecución subsidiaria, previo apercibimiento a la 
persona infractora y establecimiento de un plazo para la ejecución voluntaria. 
También la Agencia Vasca del Agua-URA podrá imponer multas coercitivas 
para la ejecución de sus resoluciones en caso de incumplimiento, especialmente 
en los supuestos de reparación de los daños causados en el dominio público. 
Las órdenes de reposición dictadas para reparar los daños causados al dominio 
público prescribirán en un plazo de quince años. 

 

7. La responsabilidad medioambiental. Conviene traer a colación las previsiones de 
la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, que ha 
traspuesto la Directiva 2004/35/CE, de 21 de abril de 2004, sobre 
responsabilidad medioambiental, en relación con la prevención y reparación de 
daños medioambientales. Esta responsabilidad medioambiental resulta 
compatible con las sanciones penales y administrativas. Esta Ley incorpora un 
régimen administrativo de responsabilidad ambiental de carácter objetivo e 
ilimitado basado en los principios de prevención y de que «quien contamina 
paga». La responsabilidad medioambiental establece la obligación de reparación 
(o, en su caso, de prevención) que asume el operador responsable para 
devolver los recursos naturales dañados a su estado original, sufragando la 
totalidad de los costes a los que asciendan las correspondientes acciones 
preventivas o reparadoras. 

 

El artículo 3 regula un régimen de responsabilidad objetiva exigible al operador 
que ocasione daños medioambientales o amenazas de que dichos daños se 
produzcan en un momento posterior, el cual deberá adoptar las medidas de 
prevención, de evitación o de reparación reguladas en la Ley. El listado de 
operadores afectados por esta responsabilidad incluye a quienes desarrollen 
una actividad económica o profesional que implique cualquier tipo de vertido a 
las aguas superficiales, subterráneas o al mar. El anexo III incluye a los 
operadores que generen “El vertido o la inyección de contaminantes en aguas 
superficiales o subterráneas sujetas a permiso, autorización o registro de 
conformidad con el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas.” 
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Dentro del concepto de daño medioambiental se incluyen los daños que 
produzcan efectos adversos significativos sobre el propio recurso natural a las 
aguas; los daños al suelo; los daños a la ribera del mar y de las rías; y los 
daños a las especies de la flora y de la fauna silvestres presentes permanente o 
temporalmente en España, así como a los hábitats de todas las especies 
silvestres autóctonas.  

 

En el caso de los daños a las aguas se deben considerar cuando se produzcan 
efectos adversos significativos 7  tanto en el estado ecológico, químico y 
cuantitativo de esas aguas como en su potencial ecológico8. 
 

En el caso de los daños a las especies y sus hábitats el carácter significativo 
del daño está relacionado con producir efectos desfavorables en la posibilidad 
de alcanzar o de mantener el estado favorable de conservación de las especies 
o los hábitats9. 
 

En el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco el órgano ambiental 
competente para tramitar y resolver los procedimientos en materia de 
responsabilidad ambiental es el Departamento de Medio Ambiente, Planificación 
Territorial y Vivienda del Gobierno Vasco10 sin perjuicio de las competencias 
correspondientes a los órganos forales responsables de la gestión de la fauna y 
flora y de los espacios naturales protegidos 

 

Asimismo, cabe indicar que la Disposición adicional octava de la Ley 26/2007, 
de 23 de octubre, establece la obligación de la autoridad competente de poner 
en conocimiento del Ministerio Fiscal todos los supuestos de responsabilidad 
medioambiental derivados de esta ley. Asimismo reconoce la legitimación del 
Ministerio Fiscal en los “procesos contencioso-administrativos que tengan por 
objeto su aplicación”. 

 

8. La obligación de comunicar al Ministerio Fiscal la existencia de vertidos que 
pudieran ser constitutivos de delitos contra el medio ambiente. En los 
supuestos en los que la entidad de las infracciones de la normativa de vertidos 
a las aguas pudiera ser constitutiva de un delito contra el medio ambiente, la 
administración competente debe dar traslado del expediente a la jurisdicción 
penal y suspender el procedimiento sancionador hasta que la autoridad judicial 
se pronuncie. 

                                                        
7 Documento guía para la determinación de la significatividad del daño medioambiental en el contexto de la Ley 
26/2007, de 23 de octubre, de responsabilidad medioambiental. Anexo. Determinación de la significatividad del 
daño medioambiental a las aguas. Junio 2019 https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-
ambiental/temas/responsabilidad-mediambiental/anexosignificatividaddanoagua_junio2019_tcm30-497993.pdf  
8 A esos efectos se debe tener en cuenta el Real Decreto 817/2015, de 11 de septiembre, por el que se 
establecen los criterios de seguimiento y evaluación del estado de las aguas superficiales y las normas de calidad 
ambiental. 
9 Documento guía determinación de la significatividad del daño medioambiental en el contexto de la ley 26/2007, 
de 23 de octubre, de responsabilidad medioambiental https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-
ambiental/temas/responsabilidad-mediambiental/determinacionsignificatividaddano_junio2019_tcm30-497992.pdf 
10 Decreto 77/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento 
de Medio Ambiente, Planificación Territorial y Vivienda 
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Por un lado, la remisión de los expedientes sobre vertidos a los órganos 
jurisdiccionales penales o al Ministerio Fiscal debe realizarse por cualquier 
persona que tenga conocimiento de cualquier indicio racional de delito. El 
artículo 259 Ley de Enjuiciamiento Criminal indica que la persona que presencie 
la perpetración de cualquier delito público está obligada a ponerlo 
inmediatamente en conocimiento del Juez de instrucción o ministerio fiscal.  
 
En el caso de los empleados públicos, el artículo 262 señala la obligación de 
denunciar inmediatamente las noticias que tengan de algún delito público por 
razón de su cargo. Esas denuncias deberán remitirse en su caso al Ministerio 
fiscal, al Juez instructor o al funcionario de policía más próximo al sitio si se 
tratare de un delito flagrante. El incumplimiento de esta obligación puede dar 
lugar a responsabilidad disciplinaria, artículo 259 de la LEC, o incluso penal, tal 
y como se recoge en el artículo 408 del Código Penal que castiga a la autoridad 
o funcionario que, faltando a la obligación de su cargo, dejara 
intencionadamente de promover la persecución de los delitos de los que tenga 
noticia. 

 
De ese modo, el ordenamiento jurídico recoge la obligación de todo funcionario 
de remitir a la autoridad jurisdiccional competente la notitia criminis en 
cualquiera de las fases de investigación o sanción por cualquier vertido que sea 
indiciariamente delictivo. En esos casos, el personal encargado de la 
inspección, el órgano instructor del expediente o el órgano sancionador en el 
momento que tengan conocimiento deben remitir inexcusablemente el acta 
elaborada o el expediente al Ministerio Fiscal, al Tribunal competente o al Juez 
de instrucción a efectos de su valoración. 
 
El artículo 120 de la Ley de Aguas establece que en los supuestos en los que 
las infracciones pudieran ser constitutivas de delito la administración pasará el 
tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de proseguir el 
procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya 
pronunciado. De no haberse estimado la existencia de delito o falta, la 
Administración podrá continuar el expediente sancionador en base a los hechos 
que los tribunales hayan considerado probados. 

 
Del mismo modo, el artículo 36 de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de 
Responsabilidad Medioambiental señala: “En los supuestos en los que las 
infracciones pudieran ser constitutivas de delito o de falta, la autoridad 
competente pasará el tanto de la culpa a la jurisdicción competente y se 
abstendrá de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad 
judicial no se haya pronunciado”. 
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Delito por vertido contaminante en las aguas que causen daños sustanciales. 
Dentro de los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente, el 
artículo 325 del Condigo Penal incluye el vertido a las aguas que, 
contraviniendo las leyes protectoras del medio ambiente, causen o puedan 
causar daños sustanciales a la calidad de las aguas o a animales o plantas. Por 
su parte, también se puede señalar, en cuanto a actividades concretas que 
contraviendo el ordenamiento puedan provocar daños sustanciales a calidad del 
agua, el artículo 326 que lo regula en el caso de tratamiento de residuos y el 
artículo 326 bis en el caso de actividades industriales peligrosas. 
 
Estos tipos exigen la confluencia de tres elementos esenciales para estimar la 
tipicidad objetiva del comportamiento: a) La provocación o realización directa o 
indirecta del vertido a las aguas, b) La infracción de una norma ambiental y c) 
La creación de una situación de peligro grave para el bien jurídico protegido, 
como consecuencia de la realización de la actividad contaminante ilícita. Tal y 
como ha señalado la jurisprudencia del Tribunal Supremo, (véase su sentencia 
5464/2016, de 15 de diciembre) se trata de delitos de peligro hipotético 
puesto que no se tipifica en sentido propio un resultado concreto de peligro, 
sino un comportamiento idóneo para producir peligro para el bien jurídico 
protegido. 

 
Respecto a la determinación de la gravedad, la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo establece, en este caso la sentencia 926/2016, de 14 de diciembre, 
como criterio para su determinación referirlo " a la intensidad del acto 
contaminante, a la probabilidad de que el peligro se concrete en un resultado 
lesivo, en definitiva, a la magnitud de la lesión en relación con el espacio en el 
que se desarrolla, la prolongación en el tiempo, la afectación directa o indirecta, 
la reiteración de la conducta, de los vertidos, emisiones, etc., a la dificultad 
para el restablecimiento del equilibrio de los sistemas, proximidad de las 
personas o de elementos de consumo”. 

 
9. Propuestas de actuación y recomendaciones para la mejora en la inspección y 

control de los vertidos contaminantes no autorizados en los ríos de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco  

 
1. Mejoras en el acceso a la información ambiental sobre los vertidos 

contaminantes no autorizados. 
 

1.1. Impulso de la información pública. El actual nivel de información que 
divulga Agencia Vasca del Agua-URA a través de su página web es alto, 
ya que incluye datos sobre las incidencias de contaminación puntual 
significativa en los ríos y sobre el número de los expedientes 
sancionadores. En aras de promover la transparencia y la divulgación de 
las actuaciones de control público que sigue la administración, el Ararteko 
sugiere impulsar la difusión de esa información pública sobre la labor de 
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control. Para ello resultaría también de interés estudiar la inclusión de 
información puntual sobre los vertidos contaminantes no autorizados, que 
incluya las actas de inspección, las medidas sancionadoras y de 
responsabilidad medioambiental exigidas, sin perjuicio de las medidas de 
seudonimización que pudiera requerir la protección de los derechos de 
terceras personas. 

 

1.2. Derecho de acceso a la Información ambiental. En relación con el 
derecho de acceso a la información ambiental que sea solicitada por 
cualquier persona interesada, el Ararteko recuerda la importancia de 
garantizar una respuesta expresa y dentro del plazo de un mes a las 
solicitudes formuladas sobre la inspección y control de vertidos no 
autorizados tal y como establece la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que 
se regulan los derechos de acceso a la información medio ambiental, 
participación pública y justicia en materia de medio ambiente. 

 

De forma complementaria a esta obligación legal resulta de interés que 
Agencia Vasca del Agua-URA pueda buscar fórmulas alternativas para 
hacer llegar esa información ambiental mediante reuniones, encuentros o 
foros que favorezcan la participación de las asociaciones interesadas en 
asuntos ambientales en aquellos focos de contaminación más recurrentes. 

 

2. Mejoras en la tramitación de las denuncias de las personas interesadas en el 
procedimiento de control ambiental de los vertidos contaminantes no 
autorizados. 

 

2.1. Derechos de la persona que comunica un incidente. El Ararteko 
considera que la administración competente para la gestión de las 
emergencias (servicio 112 SOS Deiak) debe garantizar al comunicante el 
derecho a conocer el estado de la tramitación de la emergencia; las 
actuaciones seguidas por este servicio (comunicación o remisión a otras 
administraciones) o, en su caso, de su archivo. Esa comunicación debe 
realizarse de oficio -a través del mismo medio utilizado por el denunciante- 
salvo que el reclamante desista expresamente de este derecho en la 
primera comunicación. 

 
Asimismo, ese servicio debe ofrecer información al comunicante sobre la 
opción de formalizar una denuncia ambiental, siempre que la intención de 
la persona reclamante trascienda de la mera puesta en conocimiento de la 
Administración de los hechos. 

 
2.2. Derechos del denunciante medioambiental. En el caso de la 

presentación de una denuncia ambiental por una persona interesada, el 
Ararteko recuerda que, en ejercicio de la acción pública en defensa del 
medio ambiente, la persona denunciante dispone de los derechos que 
confiere la legislación procesal administrativa a la persona interesada en la 
tramitación de los expedientes de investigación, sancionadores y de 
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responsabilidad ambiental que puedan seguirse al respecto. De ese modo, 
tienen derecho a participar en el procedimiento, a ser informados de los 
actos administrativos y resoluciones que se acuerden, a presentar 
informes, alegaciones y proponer pruebas, así como a recurrir las 
decisiones administrativas que procedan. 

 

2.3. Medidas de protección del denunciante medioambiental. El Ararteko 
sugiere la elaboración de un plan de actuación de Agencia Vasca del 
Agua-URApara reconocer la figura del denunciante ambiental y promover 
las garantiasde las personas que informen sobre infracciones de la 
legislación de aguas. Esas medidas administrativas deben posibilitar y 
mejorar los actuales cauces para la presentación de denuncias, proteger a 
las personas denunciantes y facilitar información y asistencia sobre el 
procedimiento administrativo seguido en cada caso. 

 

2.4. Obligación de impulso de las denuncias ambientales. El Ararteko 
recuerda que, ante la presentación de una denuncia ambiental por una 
presunta infracción de la legalidad de aguas, el órgano competente en la 
inspección de los vertidos deberá tramitar el correspondiente expediente 
de investigación y remitirlo al órgano competente para decidir sobre la 
incoación del correspondiente sancionador y, en el caso de que se 
produzcan daños que puedan tener la consideración de significativos para 
el medio ambiente, tramitar el correspondiente expediente de exigencia de 
responsabilidad medioambiental. 

 

3. Mejoras en la Inspección ambiental. 
 

3.1. Impulso de los mecanismos de coordinación en la vigilancia ambiental 
de los ríos. El Ararteko recomienda impulsar las medidas de coordinación 
ya existentes entre los servicios de inspección de Agencia Vasca del 
Agua-URA, de la Ertzaintza, de los agentes forales y de otros agentes 
locales intervinientes. Para ello se recomienda que, a instancia del 
Departamento de Seguridad del Gobierno Vasco se promueva un convenio 
dirigido a reforzar y dotar de seguridad jurídica a los necesarios 
mecanismos de coordinación en la vigilancia ambiental de los ríos. Esa 
coordinación debe estar basada en principios como la competencia 
material y funcional de cada órgano inspector, la especialización y 
disponibilidad de medios a su disposición y la proximidad al medio natural 
a supervisar de los agentes de la autoridad intervinientes. 

 

El convenio debe garantizar una rápida respuesta de los órganos de 
inspección y de los agentes de la autoridad a las denuncias o 
comunicaciones que pongan en su conocimiento cualquier vertido 
contaminante al dominio público hidráulico no autorizado. También el 
convenio debe dar respuesta a las inspecciones programadas, dentro del 
plan de inspección de los vertidos autorizados, que garantice el efectivo 
cumplimiento de los términos de la autorización administrativa. 
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3.2. Impulso de oficio de las diligencias de investigación y remisión al 

órgano ambiental competente. El Ararteko insiste en la necesidad de que 
los órganos de inspección impulsen de oficio las labores de investigación 
necesarias para la toma de muestras del vertido, la identificación del 
responsable del vertido y otras medidas para comprobar y determinar el 
daño medioambiental a los recursos naturales. Es preceptivo que el 
agente de la autoridad encargado haga constar esas diligencias en el 
correspondiente informe o acta de constancia. 

 
El Ararteko señala la obligación que tiene el agente de la autoridad 
encargado en la inspección de remitir sin dilaciones ese informe con el 
acta al órgano competente para decidir la incoación del correspondiente 
sancionador y, en el caso de que se produzcan daños que puedan tener la 
consideración de significativos para el medio ambiente, del expediente de 
exigencia de responsabilidad medioambiental. 

 
4. Principio de obligatoriedad del ejercicio de la potestad sancionadora. 

 
4.1. Obligación de resolver sobre la incoación del expediente sancionador. 

El Ararteko recuerda que el órgano administrativo competente debe 
resolver, en un plazo de tiempo razonable, sobre la incoación del 
expediente administrativo y notificar esa decisión a las personas 
interesadas entre las que debe incluirse la persona denunciante. Esa 
decisión debe estar suficientemente motivada, ser congruente con los 
hechos recogidos en el acta y basada en razones de orden público y de la 
defensa de la legalidad dejando de lado criterios de oportunidad u otra 
índole. 

 
4.2. Obligación de ejercer la potestad sancionadora. El Ararteko recuerda 

que el ejercicio de la potestad sancionadora es indisponible y debe 
ejercerse e impulsarse por los órganos de competentes designados por la 
legislación de aguas, de acuerdo con la normativa sobre procedimiento 
sancionador aplicable en las materias de competencia de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco.  

 
5. Obligación de exigir el resarcimiento de los daños ambientales significativos 

provocados por los vertidos. El Ararteko recuerda que resultan exigibles las 
medidas de prevención, de evitación o de reparación reguladas en la Ley 
26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, en relación 
con los daños ambientales que produzcan efectos adversos significativos.  

 
En el caso de los daños a las aguas, cuando se produzcan efectos adversos 
significativos tanto en el estado ecológico, químico y cuantitativo de esas 
aguas como en su potencial ecológico. En el caso de los daños a las 
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especies y sus hábitats, cuando se produzcan efectos desfavorables en la 
posibilidad de alcanzar o de mantener el estado favorable de conservación 
de las especies o los hábitats. 

 
6. Principio de primacía de la acción penal. El Ararteko recuerda que en los 

supuestos en los que la entidad de las infracciones de la normativa de 
vertidos a las aguas pudiera ser constitutiva de un delito contra el medio 
ambiente, debe prevalecer el ejercicio de la acción penal.  

 
De ese modo, el Ararteko recuerda la obligación que se impone a todo 
empleado público, en cualquiera de las fases de investigación o de sanción, 
de poner en conocimiento de la jurisdicción penal la existencia de cualquier 
vertido contaminante no autorizado que por su especial gravedad pudiera ser 
indiciariamente delictivo. Esa obligación de remisión le corresponde tanto al 
personal encargado de la inspección como al funcionario encargado de la 
instrucción del expediente o al órgano competente para sancionar o exigir 
responsabilidad ambiental.  

 
En ese caso, el empleado público deberá remitir inexcusablemente el acta 
elaborada junto con el expediente administrativo al Ministerio Fiscal o, en su 
caso al Tribunal competente, a efectos de su valoración. En su caso, deberá 
comunicarlo al órgano competente a efectos de suspender la tramitación del 
expediente administrativo en curso. 
 
Asimismo, el Ararteko recuerda la obligación de la autoridad competente de 
poner en conocimiento del Ministerio Fiscal todos los supuestos de 
responsabilidad medioambiental derivados de esta ley.  

  



 
 
Recomendación general del Ararteko 2/2019, de 23 de enero de 2020 

 

 
 
 

28

 
 
 
 

 
 


